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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
5452 RECURSO de inconstitucionalidad número

5762-2002, promovido por el Presidente del
Gobierno en relación con el art. 12.4, segundo
inciso y 38.2 de la Ley del Parlamento de
Cataluña 16/2002, de 28 de junio, de pro-
tección contra la contaminación acústica.

El Tribunal Constitucional, por auto de 6 de marzo
actual, ha acordado en el recurso de inconstitucionalidad
número 5762-2002, interpuesto por el Presidente del
Gobierno, levantar la suspensión de los arts. 12.4, segun-
do inciso y 38.2 de la Ley del Parlamento de Cataluña
16/2002, de 28 de junio, de protección contra la con-
taminación acústica, cuya suspensión se produjo con
la admisión del recurso y publicada en el «Boletín Oficial
del Estado» n.o 280, de 22 de noviembre de 2002.

Madrid, seis de marzo de dos mil tres.—El Presidente
en funciones del Tribunal Constitucional, Tomás S. Vives
Antón.

MINISTERIO
DE ASUNTOS EXTERIORES

5453 ACUERDO entre el Reino de España y la Repú-
blica de Cuba sobre asistencia mutua admi-
nistrativa entre sus autoridades aduaneras,
hecho en La Habana el 8 de agosto de 2001.

ACUERDO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA
Y LA REPÚBLICA DE CUBA SOBRE ASISTENCIA

MUTUA ADMINISTRATIVA ENTRE SUS
AUTORIDADES ADUANERAS

El Reino de España y la República de Cuba,
En adelante denominados las Partes.
Considerando que las infracciones de la Legislación

Aduanera ocasionan pérdidas a los intereses económi-
cos, fiscales y sociales de sus países, así como a los
intereses legales del comercio;

Teniendo en cuenta la importancia que tiene garan-
tizar el cálculo exacto de los impuestos y aranceles adua-
neros y de otras contribuciones que se cobran al importar
o exportar mercancías, así como el cumplimiento ade-
cuado de las condiciones de prohibición, restricción y
control;

Convencidos de la necesidad de incrementar los
esfuerzos para evitar las infracciones de la Legislación
Aduanera y para asegurar que el cobro correcto de los
impuestos y aranceles de importación y exportación pue-
da ser más efectivo gracias a la colaboración entre sus
Autoridades Aduaneras;

Vistas las recomendaciones del Consejo de Coope-
ración Aduanera sobre la Asistencia Mutua Administra-
tiva, de 1953.

Han acordado lo siguiente:

Artículo 1. Definición de los términos.

A los fines del presente Acuerdo, se entiende por:
a) Legislación Aduanera:
El conjunto de disposiciones legales, reglamentarias

y administrativas que se aplican por las Autoridades

Aduaneras de las Partes referentes a la importación,
exportación, tránsito y permanencia de las mercancías,
así como a los aranceles de aduanas y cualesquiera otros
gravámenes aduaneros y a las medidas de prohibición,
restricción o control.

b) Infracción:
Cualquier violación de las leyes aduaneras, así como

cualquier intento de violar estas leyes.
c) Autoridades Aduaneras:
Para el Reino de España:
— El Departamento de Aduanas e Impuestos Espe-

ciales de la Agencia Estatal de Administración Tributaria
del Ministerio de Hacienda.

— Cualquier otra autoridad competente, previa decla-
ración del Ministerio de Hacienda.

Para la República de Cuba, la Aduana General de
la República de Cuba.

d) Autoridad requirente:
Autoridad Aduanera que formula una solicitud de

asistencia.
e) Autoridad requerida:
Autoridad Aduanera a la que se dirige una solicitud

de asistencia.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

Las Partes, de acuerdo con las condiciones del pre-
sente Acuerdo y a través de sus Autoridades Aduaneras:

a) Tomarán medidas para facilitar y acelerar el trans-
porte de pasajeros, mercancías y medios de transporte
internacional;

b) Se prestarán asistencia mutuamente para evitar
e investigar las violaciones de la Legislación Aduanera,
así como para penar su comisión;

c) Previa solicitud, se prestarán asistencia facilitán-
dose información para ser utilizada en la aplicación y
cumplimiento de la Legislación Aduanera;

d) Se prestarán, en la medida de lo posible, asis-
tencia técnica en materia aduanera.

Artículo 3. Formas de colaboración y asistencia mutua.

1. Las Autoridades Aduaneras, por iniciativa propia
o a solicitud, se transmitirán mutuamente toda la infor-
mación necesaria de acuerdo con los postulados del pre-
sente Acuerdo.

2. Las Autoridades Aduaneras:
a) Intercambiarán experiencias referentes a su acti-

vidad e información sobre los nuevos medios y métodos
de comisión de violaciones de la Legislación Aduanera;

b) Se comunicarán mutuamente los cambios subs-
tanciales de la legislación Aduanera de las Partes y dis-
cutirán las cuestiones relevantes de interés común.

Artículo 4. Control de las personas, mercancías y
medios de transporte.

Las Autoridades Aduaneras de las Partes, a iniciativa
propia o a petición de la Autoridad Aduanera de la otra
Parte, ejercerán u ordenarán que se ejerza una vigilancia
especial, en la medida de lo posible, sobre cualquier
persona de la que se pueda pensar fundadamente que
ha cometido, comete o ha realizado actos preparatorios
encaminados a la comisión de infracciones a la Legis-
lación Aduanera. Asimismo, se ejercerá vigilancia sobre
los lugares, medios de transporte y mercancías que guar-
den relación con operaciones que puedan ser contrarias
a dicha Legislación Aduanera.
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Artículo 5. Mercancías sensibles.

Las Autoridades Aduaneras se entregarán mutuamen-
te sin demora, por iniciativa propia o a solicitud, toda
la información necesaria sobre las acciones en prepa-
ración o realizadas, que violen o puedan violar la legis-
lación Aduanera vigente en el territorio de una de las
Partes en la esfera de:

a) El transporte de armas, municiones, sustancias
y dispositivos explosivos.

b) El transporte de antigüedades y obras de arte
que tengan un importante valor histórico, artístico o
arqueológico para una de las partes.

c) El transporte de sustancias venenosas, así como
sustancias que representen peligro para el medio
ambiente y para la salud de las personas.

d) El transporte de mercancías gravadas con altos
impuestos o derechos aduaneros.

e) El transporte de mercancías sujetas a restriccio-
nes no tarifarias, de conformidad con las listas acordadas
por las Autoridades Aduaneras.

Artículo 6. Entrega de información.

1. Las Autoridades Aduaneras se entregarán mutua-
mente, por iniciativa propia o por solicitud, toda la infor-
mación que pueda ayudar a asegurar la exactitud:

a) En el cobro de la deuda aduanera.
b) En la observancia de las prohibiciones y restric-

ciones para la exportación, importación y tránsito de
mercancías o para la exención de impuestos, derechos
y otras contribuciones aduaneras.

c) En la aplicación de la legislación nacional sobre
reglas de origen de las mercancías.

2. En el caso de peticiones en las que la Autoridad
Aduanera del Estado al que se le ha hecho la solicitud
no cuente con la información requerida, podrá tomar
la decisión de realizar indagaciones para obtener esa
información, actuando en su propio nombre, en corres-
pondencia con lo establecido en su legislación nacional.

Artículo 7. Información sobre el transporte de mercan-
cías.

La Autoridad Aduanera de una Parte, por iniciativa
propia o a solicitud, facilitará a la Autoridad Aduanera
de la otra Parte la siguiente información:

a) Si ha habido mercancías importadas al territorio
del Estado de la Parte solicitante que hayan sido legal-
mente exportadas del territorio del Estado de la otra
Parte.

b) Si ha habido mercancías exportadas del territorio
del Estado de la Parte requirente que hayan sido legal-
mente importadas al territorio del Estado de la otra Parte.

c) Procedimientos aduaneros, de haber tenido lugar,
que hayan sufrido las mercancías antes mencionadas.

Artículo 8. Información sobre otros actos.

La Autoridad Aduanera de una Parte, por iniciativa
propia o a solicitud, facilitará a la Autoridad Aduanera
de la otra Parte toda la información que pueda ser uti-
lizada en relación con las violaciones de la Legislación
Aduanera vigente en el territorio de esa Parte y que
se refieran en particular a:

a) Las personas físicas y jurídicas, conocidas o sos-
pechosas de haber violado la legislación Aduanera vigen-
te en el territorio de la otra Parte con respeto a la Legis-
lación nacional en materia de protección de datos.

b) Las mercancías conocidas o sospechosas de ser
objeto de transporte ilegal.

c) Los medios de transporte, incluidos los contene-
dores, conocidos o sospechosos de ser utilizados en las
violaciones de la Legislación Aduanera vigente en el terri-
torio de la otra Parte.

Artículo 9. De los documentos.

1. La Autoridad Aduanera de una Parte, por inicia-
tiva propia o a solicitud, facilitará a la Autoridad Aduanera
de la otra Parte las actas, testimonios o copias legalizadas
de los documentos que contengan toda la información
referente a las acciones en preparación o realizadas que
conduzcan o puedan conducir a violar la legislación Adu-
naera vigente en el territorio de la otra Parte.

2. Los documentos a que se refiere este Acuerdo
pueden ser reemplazados por información computari-
zada suministrada de cualquier forma para los mismos
propósitos. Toda la información relevante para la inter-
pretación o utilización del material debe ser brindada
al mismo tiempo.

3. Los documentos y ficheros originales serán soli-
citados solamente en casos donde las copias certificadas
sean insuficientes, siempre que la legislación nacional
de la Parte de la autoridad requerida lo permita.

4. Los documentos y ficheros originales que hayan
sido transmitidos serán devueltos a la mayor brevedad.

Artículo 10. Investigaciones.

1. Si la Autoridad Aduanera de una Parte así lo soli-
cita, la Autoridad Aduanera de la Parte a la que se hace
la solicitud iniciará, en la medida de sus posibilidades,
todas las investigaciones oficiales respecto a operacio-
nes que sean o pudieran ser contrarias a las leyes adua-
neras de la Parte solicitante. Se comunicarán sin demora
los resultados de tales investigaciones a las autoridades
que hacen la solicitud.

2. Estas investigaciones serán conducidas bajo las
leyes y regulaciones de la Autoridad Aduanera que recibe
la solicitud, la cual actuará en nombre propio.

Artículo 11. Presencia de los funcionarios autorizados.

1. Los funcionarios de la Autoridad Aduanera de
una Parte, que tengan potestad para investigar contra-
venciones de las leyes aduaneras podrán, con el con-
sentimiento de la Autoridad Aduanera de la otra Parte,
estar presente cuando se realicen operaciones para la
investigación y detección de esas contravenciones en
el territorio de la Parte que recibe la solicitud, siempre
que tales contravenciones sean de interés para la Auto-
ridad Aduanera de la Parte solicitante.

2. Cuando, en las circunstancias estipuladas en este
Acuerdo, los funcionarios aduaneros de una Parte se
encuentren en el territorio de la otra Parte, deberán en
todo momento ser capaces de mostrar pruebas de su
condición de funcionario, no podrán usar uniformes ni
portar armas.

3. Los funcionarios de la autoridad requerida se
harán cargo en todo momento de la realización de las
investigaciones.

Artículo 12. Expertos y testigos.

En caso de solicitud de la Autoridad Aduanera de
una de las Partes, la Autoridad de la otra Parte podrá
facultar a sus funcionarios, previo consentimiento de
éstos, para que comparezcan en calidad de expertos
o testigos en procesos judiciales o administrativos.
Dichos funcionarios harán sus declaraciones sobre



BOE núm. 65 Lunes 17 marzo 2003 10261

hechos que hayan sido constatados por ellos durante
el cumplimiento de sus funciones oficiales. La solicitud
de comparecencia deberá especificar con claridad la cau-
sa y la condición en que habrá de comparecer el fun-
cionario.

Artículo 13. Utilización de la información y de los docu-
mentos.

1. La información, documentos y otros datos reci-
bidos de conformidad con el presente Acuerdo se utilizan
solamente para los objetivos indicados en el mismo.
Estos documentos pueden ser entregados o utilizados
para cualesquiera otros objetivos solamente previo el
consentimiento por escrito de la Autoridad Aduanera
que los entrega.

2. Las Autoridades Aduaneras podrán, a tenor de
los objetivos y alcance del presente Acuerdo, utilizar la
información y los documentos objetivos sobre la base
del mismo, en calidad de pruebas testimoniales en sus
protocolos, actas, descargos, así como en procesos judi-
ciales y administrativos.

3. El empleo de esta información y documentos
como testimonio ante los órganos de justicia, así como
su fuerza probatoria, se definirán en consonancia con
la legislación vigente en los respectivos Estados.

Artículo 14. Carácter confidencial de la información.

A todas las solicitudes, informaciones, informes de
expertos y otras comunicaciones suministradas a la Auto-
ridad Aduanera de una de las Partes conforme a este
Acuerdo, le será concedida por la otra Parte, igual pro-
tección a la que ésta concede a documentos, información
de igual naturaleza según su legislación nacional.

Artículo 15. Excepciones de la obligación de prestar
asistencia.

1. Las Autoridades Aduaneras de las Partes no esta-
rán obligadas a prestar la asistencia prevista en el pre-
sente Acuerdo en los casos en los que dicha asistencia
pueda causar perjuicio al orden público o a otros inte-
reses fundamentales de las Partes, en particular en mate-
ria de protección de datos, así como cuando implique
una violación del secreto profesional industrial o co-
mercial.

2. Si se niega la asistencia, la decisión y la razones
para la negativa deben ser notificadas por escrito y sin
demora a la Parte solicitante.

3. Si la Autoridad Aduanera de una Parte solicita
asistencia que no sería capaz de dar si le fuera solicitada
por la otra Parte, llamará la atención en torno a ese
hecho en la solicitud. El compromiso de cumplimiento
de tal solicitud quedará a la entera discreción de la Parte
a la que se hace la solicitud.

Artículo 16. De la forma y contenido de las solicitudes
de asistencia.

1. Las solicitudes hechas sobre la base del presente
Acuerdo deberán presentarse por escrito. Los documen-
tos necesarios para cumplimentar la solicitud deberán
adjuntarse. En caso de situación extraordinaria podrá
aceptarse una solicitud verbal, debiendo ser inmedia-
tamente ratificada en forma escrita.

2. En las solicitudes realizadas sobre la base del
punto 1 del presente artículo se deberá incluir la siguien-
te información:

a) Autoridad Aduanera que hace la solicitud;
b) Tipo de investigación.
c) Objetivo y causa de la solicitud.
d) Disposiciones legales que tengan relación con

el asunto.
e) Los datos más exactos y exhaustivos posibles

respecto a las personas físicas y jurídicas objeto de
investigación.

f) Breve descripción de las circunstancias relacio-
nadas con el asunto.

3. Las solicitudes deberán hacerse en el idioma ofi-
cial de la Autoridad Aduanera a la cual se hace la solicitud
o en idioma inglés.

4. En caso de que la solicitud no responda a los
requisitos previstos en el presente artículo, puede reque-
rirse su corrección o complementación.

Artículo 17. Asistencia técnica.

En la medida de sus posibilidades, las Autoridades
Aduaneras se prestarán asistencia técnica en el ámbito
de los asuntos aduaneros, en las condiciones econó-
micas que se determinen en cada caso. Esta asistencia
técnica incluirá:

a) Intercambio de funcionarios de aduanas con el
fin de que conozcan los medios técnicos utilizados por
ambas Autoridades Aduaneras.

b) Capacitación y ayuda en el perfeccionamiento de
habilidades a los funcionarios de aduanas.

c) Intercambio de información y experiencias en el
empleo de los medios técnicos de control.

d) Intercambio de expertos en cuestiones adua-
neras.

Artículo 18. Gastos.

1. Las Autoridades Aduaneras, por lo general, y sin
perjuicio de lo establecido en el artículo 17, no exigirán
reembolso por los gastos vinculados al cumplimiento
del presente Acuerdo, a excepción de los gastos por
concepto de pago de testigos, expertos y traductores
que no sean funcionarios públicos. Los gastos mencio-
nados serán cubiertos por la Autoridad Aduanera soli-
citante.

2. El reembolso de los gastos relacionados con el
cumplimiento del artículo 17 del presente Acuerdo podrá
ser objeto de un acuerdo aparte entre las Autoridades
Aduaneras.

Artículo 19. Implementación del Acuerdo.

1. La colaboración prevista por el presente Acuerdo
se realizará directamente por las Autoridades Aduaneras
las cuales acordarán las medidas concretas necesarias
para su implantación.

2. Las Autoridades Aduaneras podrán prever el esta-
blecimiento de canales de comunicación directos entre
sus departamentos centrales y locales para la lucha con-
tra el contrabando y las violaciones de las leyes adua-
neras, así como, de ser necesario, con otros departa-
mentos nacionales.

3. Cualesquiera diferencias que puedan surgir en
la interpretación de este Acuerdo serán resueltas por
la vía diplomática.
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Artículo 20. Alcance territorial del Acuerdo.

El presente Acuerdo se aplicará en los territorios adua-
neros del Reino de España y de la República de Cuba.

Artículo 21. De la vigencia y denuncia del Acuerdo.

1. El presente Acuerdo entrará en vigor treinta (30)
días posteriores a la fecha de la última comunicación
por escrito, por la vía diplomática, en que las Partes
se comuniquen que se han cumplido los requisitos lega-
les vigentes de aprobación necesarios a tales efectos.

2. El presente Acuerdo se firma por un período inde-
finido y se mantendrá en vigor hasta transcurridos 6
meses a partir de la fecha en que una de las Partes
notifique por escrito, por vía diplomática, su intención
de denunciar la vigencia del mismo.

Hecho en La Habana el ocho de agosto de 2001
en dos ejemplares en idioma español, teniendo ambos
textos igual validez.

Por el Reino de España, Por la República de Cuba,

Jesús Manuel Gracia Aldaz Pedro Ramón Pupo Pérez

Embajador de España Director General de la Aduana General
de la República

El presente Acuerdo entró en vigor el 6 de febrero
de 2003, treinta días después de la fecha de la última
notificación cruzada entre las Partes comunicando el
cumplimiento de los respectivos requisitos legales, según
se establece en su artículo 21.1.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 27 de febrero de 2003.—El Secretario Gene-

ral Técnico, Julio Núñez Montesinos.

MINISTERIO DE DEFENSA
5454 CORRECCIÓN de errores y erratas del Real

Decreto 207/2003, de 21 de febrero, por el
que se aprueba el Reglamento de Cuerpos,
Escalas y Especialidades de las Fuerzas Arma-
das.

Advertidos error y erratas en el Real Decreto
207/2003, de 21 de febrero, por el que se aprueba
el Reglamento de Cuerpos, Escalas y Especialidades de
las Fuerzas Armadas, publicado en el «Boletín Oficial
del Estado» número 55, de 5 de marzo de 2003, se
procede a efectuar las oportunas rectificaciones:

En la página 8650, primera columna, en la deno-
minación del capítulo III del título I, donde dice: «Cuerpo
de Ingenieros Politécnicos del Ejército de Tierra (CIP)»;
debe decir: «Cuerpo de Ingenieros Politécnicos del Ejér-
cito de Tierra».

En la página 8671, primera columna, en el anexo
VI, en el punto 1, apartado C) Escala de Suboficiales,
en el tercer párrafo, quinta línea, donde dice: «... esta-
blecido en el artículo 77 del...»; debe decir: «... establecido
en el artículo 76 del...».

En la página 8672, primera columna, en el anexo
VI, en el punto 4, apartado B) Escala de Suboficiales,
en el segundo párrafo, quinta línea, donde dice: «... esta-
blecido en el artículo 77 del...»; debe decir: «... establecido
en el artículo 76 del...».

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
5455 REAL DECRETO 288/2003, de 7 de marzo,

por el que se aprueba el Reglamento de ayu-
das y resarcimientos a las víctimas de delitos
de terrorismo.

Este real decreto desarrolla la normativa en materia
de resarcimientos y ayudas ordinarias a las víctimas del
terrorismo, cuya regulación legal se contiene en el capí-
tulo III del título II de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre,
de medidas fiscales, administrativas y del orden social,
modificada por las leyes de la misma clase promulgadas
en los años 1997 (Ley 66/1997, de 30 de diciembre,
artículo 48), 1998 (Ley 50/1998, de 30 de diciembre,
disposición adicional cuadragésima segunda), 2001 (Ley
24/2001, de 27 de diciembre, artículo 43), y por último,
2002 (Ley 53/2002, de 30 de diciembre, artículo 49).

Al margen queda la normativa extraordinaria integra-
da por la Ley 32/1999, de 8 de octubre, de Solidaridad
con las víctimas del terrorismo, y su reglamentación com-
plementaria, así como las referentes al sistema de pen-
siones y al mecanismo solidario de cobertura asegura-
dora de daños gestionado por el Consorcio de Com-
pensación de Seguros, entidad pública empresarial del
Ministerio de Economía, por su propia especificidad. Este
último instrumento, regulado por un estatuto legal y un
reglamento de riesgos extraordinarios que resarce a los
ciudadanos y empresas, tanto a las personas como a
los bienes, afectados por actos de terrorismo, es parte
integrante del sistema público español de resarcimiento
por los daños producidos por este tipo de actos, de tal
suerte que las indemnizaciones por seguro y las ayudas
y subvenciones en los casos de carencia de seguro se
complementan entre sí.

La necesidad de recoger el desarrollo de las nove-
dades legales más recientes, contenidas en el artícu-
lo 43 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, y de
incorporar a un mismo texto las modificaciones regla-
mentarias operadas desde 1998, hace aflorar la con-
veniencia de promulgar un nuevo reglamento que sus-
tituya al contenido en el Real Decreto 1211/1997, de
18 de julio.

Desde un punto de vista material, la nueva regulación
completa en las circunstancias actuales el elenco de ayu-
das ofrecidas a las víctimas del terrorismo en la nor-
mativa precedente. Una breve mención histórica a esta
última parece conveniente no sólo para tomar conciencia
del camino recorrido, sino para dar cuenta de la exis-
tencia de normas que, aunque derogadas con carácter
general por otras posteriores, siguen siendo aplicables
para daños reclamables en la actualidad que tengan ori-
gen en hechos del pasado, siempre que no hubieran
prescrito los plazos para ejercitar las acciones corres-
pondientes.

Culmina ahora, casi un cuarto de siglo después, el
despliegue de un conjunto de medidas a favor de las
víctimas del terrorismo que comenzó en 1979, con el
Real Decreto Ley 3/1979, de 26 de enero, de Protección
de la Seguridad Ciudadana, cuyo artículo 7 declaró, por
primera vez, indemnizables los daños sufridos a con-
secuencia del fenómeno terrorista, precepto que fue
desarrollado reglamentariamente por el Real Decre-
to 484/1982, de 5 de marzo. El citado real decreto
ley vino así a integrar en el Presupuesto del Estado las
ayudas a las víctimas promovidas desde 1975 por la
propia sociedad civil, a través de una suscripción popular,
posibilitando reforzarlas económicamente y reglar la nor-
mativa para su otorgamiento.


